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Resol. Serie “A” N° 24
En la Ciudad de Santiago del Estero, a los veinte días del mes de mayo de dos mil diecinueve, la Sala Civil y Comercial del Excmo. Superior Tribunal de Justicia, integrada por el Dr. Eduardo José Ramón Llugdar, como Presidente, y los Dres. Gustavo Adolfo Herrera y Sebastián Diego Argibay, como Vocales y, a los efectos del art. 188 de la Constitución Provincial, con los Dres. Carlos P.M.A. Lugones Aignasse y Pedro José Basbus, asistidos por el Secretario Judicial Autorizante, Dr. Mario José Medina, a los efectos de resolver el recurso interpuesto contra la resolución de fs. 533/534 del Expte. Nº 18.353 – Año: 2015 – Autos: “Estado Provincial de Santiago del Estero c/ Herederos de Culasso Domingo y/u otros s/ Declaración de Inexistencia de Actos y/o Subsidiariamente Nulidad de Actos, etc. – Casación Civil”. Establecido el orden de pase a estudio, resultó designado para hacerlo en primer término el Dr. Eduardo José Ramón Llugdar y en segundo y tercer lugar, los Dres. Sebastián Diego Argibay y Gustavo Adolfo Herrera, respectivamente; y a los efectos del art. 188 de la Constitución Provincial, con los Dres. Carlos P.M.A. Lugones Aignasse y Pedro José Basbus. 

El Sr. Vocal Dr. Eduardo José Ramón Llugdar dijo:



Y Vistos:



Para resolver el recurso de casación interpuesto por la apoderada de la parte co-demandada CONEXA S.A, a fs. 536/541 de autos.-------------------------------------



Y Considerando: 



I) Que el recurso cuestiona la sentencia emanada de la Excma. Cámara de Apelaciones en lo Civil y Comercial de Primera Nominación de fecha 05/12/2014 (fs. 533/534) que resuelve: “1º) Rechazar el recurso de apelación articulado, confirmando la resolución de fs. 285/286 de autos. 2º) Con costas.” Que a su turno la resolución de primera instancia de fecha 06 de septiembre del 2013 resolvió: Rechazar la excepción de incompetencia como de previo y especial pronunciamiento incoada por la parte demandada a fs. 190/194 de autos con costas a cargo del perdidoso. -----------------------------------------------



II) Que para resolver de ese modo, el Tribunal A quo, previa descripción de los agravios formulados en la instancia de apelación, consideró que ingresando al tratamiento de los agravios en el subexámen se discute la competencia de la justicia provincial para entender en la causa. Así las cosas, destaca que en la estima del tribunal la quejosa olvida que nos encontramos ante un litis consorcio necesario y que a fs. 146, una de las herederas de Culasso Santiago ha consentido la intervención del juez local. Sostiene que cuando uno de los litis consortes ha aceptado la prórroga de jurisdicción a favor de la justicia local –al constituir domicilio en la Provincia-  no pueden reclamar el fuero de vecindad, lo cual torna inoficioso el planteo en análisis. Asimismo destaca que por otro costado y para despejar dudas de la parte recurrente en 1975 la C.S.J.N. decidió que tratándose de una S.A., con establecimiento permanente de sus negocios en uno o varios territorios provinciales, no cabe determinar la vecindad de aquella en atención a su domicilio estatutario, pues el sentido del C.C. 101, queda claro si se advierte que cuando una S.A., ejerce su actividad en una provincia se encuentra en las mismas condiciones que puede hallarse el vecino de la misma provincia. Así también ahonda y dice que en esta línea y a partir del principio de adquisición procesal y examinado el Estatuto Social de la recurrente en la parte referida al objeto claramente indica dentro de las actividades comerciales, explotación y administración de los inmuebles de cualquier naturaleza, sean urbanos o rurales (fs. 383) circunstancia que alude por otro lado ha sido admitida a fs. 244 al referir la quejosa en el acápite III, Consideraciones fácticas, 2º párrafo. Que por todo lo manifestado torna inatendible el planteo, sin perjuicio de también hacer suyos los sólidos fundamentos vertidos por el Ministerio Fiscal. ------------------------------------



III) Que la apoderada de la parte codemandada CONEXA S.A. (fs. 536/541), tras realizar un análisis de los antecedentes fácticos de la causa y sostener cumplidos los recaudos formales de admisibilidad -plazo, depósito previo exigencia del art. 300 del CPCC, sentencia definitiva, fundamentación y otros requisitos-, destaca como primer agravio *el supuesto consentimiento de la intervención del juez local por una heredera de un co-demandado, señalando que dicha afirmación es un enorme error que descalifica al fallo como acto jurisdiccional válido, por entender que la Dra. María Victoria Armas no ha comparecido a estas actuaciones en representación de ninguno de los herederos de Santiago Osvaldo Julio Culasso, remarcando que en la presentación agregada a fs. 146, la misma invocando ser abogada del juicio sucesorio de Santiago Culasso, hace referencia a que los herederos no han sido formalmente notificados de la demanda esgrimida en los presente actuados y menos aún se les hizo entrega de copia para traslado a fines de un adecuada defensa. Indicando además que la misma dió lugar al decreto de fecha 19/09/2012 solicitando que se acredite la participación requerida y que el apoderado de la parte actora solicite al Juzgado de 1ª Instancia en lo Civil y Comercial de 12º Nominacion de la Ciudad de  Rosario, informe relativo al nombre y domicilio real de los herederos, diligencia procesal ordenada pero no cumplida hasta ese momento. ---------------------------------------



Se agravia en segundo término de la invocada doctrina legal de la CSJN y la supuesta prueba de la vecindad. Sostiene a tales efectos que la sentencia en crisis incurre en violación de la ley al transgredir ostensiblemente las normas constitucionales y legales que establece la competencia federal por razón de las personas y de la doctrina legal sobre competencia federal establecida por la CSJN. Señalando que con fecha posterior a los fallos invocados por la sentencia recurrida para sustentar que su mandante es una S.A con explotación agrícola en la Provincia de Sgo. del Estero (competencia Nº156.XIX “Timbó S.A s/ Competencia por vía de inhibitoria en autos “Lavia Audicio Florencio c/ Marcelino Perez y Timbó S.A s/ Daños y perjuicios”05/06/1984.), la CSJN varió su criterio en el precedente “Competencia Nº2191XXXlX “Aban Miguel Rodolfo c/ San José de Pocoy S.A s/interdicto de recobrar la posesión” 11/05/2004. En cuanto a los inequívocos elementos de prueba invocados por la Cámara para acreditar una explotación permanente en la provincia, señalando que son dos, considera que es arbitrario e irrazonable considerar como uno de ellos el objeto social descripto en el estatuto social, en el cual se consigna la explotación de inmuebles urbanos y rurales, por considerar que no es prueba efectiva, que se lo establece en el origen de la sociedad y puede o no cumplirse en el futuro; y respecto al otro elemento: manifestación de su parte en la contestación de la demanda (fs. 244), referido a la explotación agropecuaria de CONEXA S.A., entiende que el tribunal hizo una interpretación sesgada, interesada, parcial y aislada de lo manifestado por el mismo, expresando que de la contestación de la demanda, acápite III, surge claramente que no se instaló un establecimiento de explotación permanente con sede en la provincia como lo requiere la doctrina legal de la CSJN para sustentar acabadamente el carácter de vecino provincial sino que por el contrario siempre fue tratada como foránea siendo prueba de ello que toda notificación de DGC,de DGR y DGB, se han formalizado siempre en su domicilio real de la Provincia de Buenos Aires, en abierto reconocimiento de la existencia en territorio provincial de una sede permanente.-------------



Finalmente señala que de los términos de la demanda surge con claridad que se trata de vecino de otra provincia ya que, de existir un establecimiento agrícola ganadero con las características de sede permanente en la provincia, allí se hubiera practicado la citación. Mantiene reserva del caso federal.------------------------



IV) Que a fs. 559/561 se expide el Sr. Fiscal General del Ministerio Público advirtiendo tras relatar los agravios de la recurrente, que si bien la resolución venida en crisis no reviste condición de definitividad, es equiparable a ella por cuanto dispone el rechazo de la excepción impetrada por el recurrente, privándolo del fuero federal y decidiendo sobre una cuestión de orden público como lo es la competencia del tribunal.-----------



Estima que debe rechazarse la casación incoada por considerar que no se avizora en el presente errores en la observancia de las reglas de la sana crítica, que se encuentra debidamente fundado atento a que lo resuelto por el A quo responde a las constancias que obran en la causa, no advirtiéndose falsa o errónea aplicación de la ley o doctrina legal que descalifique el acto jurisdiccional.---



Respecto al primer agravio señala que según lo establecido en el artículo 10, 2º inc. 2 y 12 inc. 4  de la ley 48 y conforme a las constancia de autos (cédula de notificación a los herederos de Santiago Domingo y/o Santiago Osvaldo Culasso del inicio del presente proceso a fs. 132/133 y presentación de la Dra. Armas a fs. 146), en el caso se configuró la prórroga tácita de la competencia antes de la presentación del codemandado CONEXA S.A a fs. 163/172.--------------------------------------------------



En cuanto al segundo agravio observa que las circunstancias fácticas del  precedente del 2004 de CSJN distan sustancialmente con las del caso de marras puesto que, en ese fallo la dirección estatutaria y central de las actividades de San José de Pocoy S.A se encontraban en la jurisdicción del Gobierno de la ciudad de Buenos Aires y que por el contrario de las constancias de los presentes obrados se colige inequívocamente demostrado el carácter permanente del establecimiento local y el desarrollo de una actividad constante en la provincia de Sgo del Estero, señalando que el recurrente al agraviarse de los inequívocos elementos de prueba invocados por la Cámara para acreditar una explotación permanente en la provincia lo que pretende es que el Máximo Tribunal ejecute una nueva apreciación del plexo probatorio y eventualmente un diferente encuadramiento de los hechos, materia en principio ajena a esta instancia casatoria salvo absurdo o arbitrariedad que a su criterio no existe en los presentes obrados.--------------------------------------------------



V) Que corresponde, en primer lugar, analizar los requisitos de admisibilidad del recurso que se intenta, en orden a verificar las condiciones formales exigidas por la ley ritual Nº 6.910. De las constancias de autos surge que el mismo ha sido promovido dentro del plazo legal establecido por el art. 297 de conformidad a lo que surge del cargo de presentación del escrito -a fs. 541- y cédula de notificación obrante a fs. 543/543 vta., siendo que la recurrente además ha cumplido con el recaudo prescripto por el art. 300 del citado ordenamiento legal (cfr. boleta de depósito glosada a fs. 535).--------------



VI) Que respecto del recaudo de definitividad de la sentencia pasible de analisis o su carácter de equiparable a sentencia definitiva, cabe acuñar el criterio del suscrito en autos “Anauate Carlos Alfredo y Otra c/ Estado provincial – Gobierno de la Provincia de Santiago del Estero s/ Daños y Perjuicios - Casación Civil” (Sent S.T.J. de fecha 13/02/2012), al decir: “Con relación a la definitividad de la sentencia o la equiparación a definitiva de la misma, entiendo que el presente recurso reúne los requisitos establecidos a tal efecto por las normas procesales, en lo referente a esta exigencia. En efecto, cabe aludir a que el Tribunal a quo, confirmó el fallo de primera instancia, en el punto referido al rechazo de la excepción de incompetencia, entendiendo que es procedente la competencia de la justicia civil y comercial de instancia ordinaria en los presentes. De dicho contexto, surge que la resolución recurrida es una sentencia interlocutoria, que desestima la excepción de incompetencia, lo que no constituye sentencia definitiva ni equiparable a tal, empero cabe reconocer en el caso, una excepción a tal criterio en función del carácter de orden público de la competencia en razón de la materia. Todo ello, en función de lo sostenido por el suscripto en el precedente “Cargill SACI c/ Consejo Provincial de Vialidad s/ Cobro de Pesos – Casación” (sent. del 02/08/2005), entre otros”.---------------------



Que a mayor abundamiento esta Sala ha dicho en autos “Pfaffl Anna María o Burghart Anna c/ Maggi Claudio y/u otros s/ Acción Meramante Declarativa – Casación Civil”, sentencia de fecha 02/02/2016, “...resulta atendible reconocer –como excepción a la regla- el carácter de definitiva a la sentencia en crisis, en los términos del art. 293 del C.P.C.C., pues se trata de un decisorio que cierra la discusión sobre una cuestión de orden público como lo es la competencia federal-provincial, pues se trata de la distribución constitucional de las posibilidades jurisdiccionales entre la Nación y las Provincias”. Que en este sentido cabe tener por cumplido el recaudo de admisibilidad del recurso puesto a estudio de esta Magistratura, emanado del art. 293 del C.P.C. y C.---------------------------------------



VII) Superado el control de admisibilidad formal del recurso se pasa al tratamiento de los agravios endilgados a la sentencia en crisis por la codemandada CONEXA S.A., los que se encuentran sectorizados en dos postulados. El primero de ellos se agravia del supuesto consentimiento de la intervención del juez local por una heredera de un co-demandado, señalando que dicha afirmación es un enorme error que descalifica al fallo como acto jurisdiccional válido, por entender que la Dra. María Victoria Armas no ha comparecido a estas actuaciones en representación de ninguno de los herederos de Santiago Osvaldo Julio Culasso, remarcando que en la presentación agregada a fs. 146, la misma invocando ser abogada del juicio sucesorio de Santiago Culasso, hace referencia a que los herederos no han sido formalmente notificados de la demanda esgrimida en los presentes actuados y menos aún se les hizo entrega de copia para traslado a fines de un adecuada defensa. Indicando además que la misma dio lugar al decreto de fecha 19/09/2012 solicitando que se acredite la participación requerida y que el apoderado de la parte actora solicite al Juzgado de 1ª Instancia en lo Civil y Comercial de la 12º Nominación de la Ciudad de Rosario, informe relativo al nombre y domicilio real de los herederos, diligencia procesal ordenada pero no cumplida hasta ese momento, conlleva a tratar de manera previa lo que se entiende por competencia así como la naturaleza de la acción intentada de manera originaria a los efectos de verificar si en el caso, corresponde la competencia de las autoridades locales o federales y si en este ultimo supuesto, hubiera de prosperar la mentada prórroga tácita de la competencia a favor de la intervención en estos obrados, de las autoridades judiciales locales. Que de manera liminar se destaca que la competencia, en términos de Ronald Arazi, es: “la medida o el alcance de la jurisdicción, es decir el límite que la ley señala para el ejercicio de la jurisdiccion a cargo de cada uno de los distintos órganos jurisdiccionales. Dicho de otro modo, la competencia es la aptitud otorgada a los jueces por la ley para conocer en causas determinadas según la materia, grado, valor o territorio. Desde en punto de vista subjetivo, la competencia es el deber y derecho que tiene el juez para administrar justicia en un proceso específico; en cambio, desde un ángulo objetivo, la competencia es la enunciacion de las reglas dadas para atribuir a los distintos jueces el conocimiento de determinados casos” (Roland Arazi, “Derecho Procesal Civil y Comercial”, Tomo I, pag 45, Editorial Rubinzal Culzoni, 1999). Así las cosas es importante enfatizar que la acción intentada se traduce en “Declaración de inexistencia de actos y/o subsidiariamente nulidad de actos, reivindicación”, y que su contenido o naturaleza evoca la existencia de una acción real, por lo que al ser el inmueble aquel radicado en la provincia de Santiago del Estero -de conformidad a las constancias de autos fs 92/110; 173/177-, aquel que fuere objeto de la litis, se erige en una norma de insoslayable observancia en estos actuados el art 5 inc 1º del C.P.C. y C., norma que reza en los siguientes términos: “La competencia se determinará por la naturaleza de las pretensiones deducidas en la demanda y no por las defensas propuestas por el demandado. Con excepción de los casos de prórroga expresa o tácita, cuando procediere, y sin perjuicio de las reglas especiales contenidas en este Código y en otras leyes, será juez competente: 1) Cuando se ejerciten acciones reales sobre bienes inmuebles, el del lugar donde está situada la cosa litigiosa...”. Que en el caso  bajo la lupa de esta Magistratura, se vislumbra que pesan razones de orden público que ameritan sostener la regla general en la materia y afirmar la competencia del juez local, todo ello más allá de cualquier planteo de improcedencia –o de procedencia-, de la causal de distinta vecindad como justificante de la competencia federal y del instituto de la prórroga de la competencia, tal y como lo afirma la parte recurrente.-----------------------------------------


Que por otro lado, respecto del segundo agravio postulado por la co-demandada en esta instancia de la litis -que en prieta síntesis se agravia de la invocada doctrina legal de la CSJN y la supuesta prueba de la vecindad y sostiene a tales efectos que la sentencia en crisis incurre en violación de la ley al transgredir ostensiblemente las normas constitucionales y legales que establece la competencia federal por razón de las personas y de la doctrina legal sobre competencia federal establecida por la CSJN-, cabe destacar, se traduce en inoficioso su tratamiento atento a las razones expuestas supra, la que sellan la suerte del recurso de casación.--- 



Por todo lo expuesto, normas legales aplicadas, doctrina y jurisprudencia reseñadas y oido el Sr. Fiscal General del Ministerio Público a fs. 559/561, Voto por: No ha lugar al recurso de casación interpuesto por la parte co-demandada CONEXA S.A. a fs. 536/541 de autos y en consecuencia, confirmar la sentencia de la Excma. Cámara de Apelaciones en lo Civil y Comercial de Primera Nominación de fecha 05/12/2014 (de fs. 533/534). Con costas.---------------------------------------------------

A las mismas cuestiones, el Dr. Sebastián Diego Argibay, dijo: 



Y Vistos:



Para resolver el Recurso de Casación interpuesto por la parte codemandada Conexa SA. a ff. 536/541 de las presentes actuaciones.------------------------------------



Y Considerando:



I) Que el Vocal preopinante ha efectuado una adecuada relación de la causa y análisis de admisibilidad, a la que me remito y adhiero brevitatis causae, mas me permito disentir en cuanto a la procedencia del recurso interpuesto.----------------------------------------------



II) Que preliminarmente cabe efectuar algunas precisiones en torno a la materia en ciernes; esto es, la competencia diseñada por nuestra Carta Magna, que ha delimitado un marco de competencias jurisdiccionales federales y al mismo tiempo asignó otro a las provincias (Cfr. Sagües, Néstor Pedro; “Elementos de derecho constitucional”; Ed. Astrea 2ª edición; t. 2, pág. 110). No obstante, el mapa delimitatorio entre las competencias federales y las provinciales es, en parte, fluctuante. ---



En consecuencia, por un lado, el derecho consuetudinario constitucional ha modificado las cuotas de poder del gobierno federal y las provincias, generalmente a favor del primero; y por otro, la frontera político-jurídica de ambos gobiernos es necesariamente móvil (Cfr. Sagües… ob. cit… t. 2, pág. 34). En líneas generales, con respecto a la Nación, el art. 116º de la C.N. establece la competencia federal; y el 117º la asigna al alto tribunal, una “por apelación”, y otra,  “originaria y exclusiva”.---



Por otro lado, en cuanto a la Nación y a las Provincias, el art. 75º inc. 12, confiere a la primera la facultad de dictar los códigos de fondo “sin que tales códigos alteren las jurisdicciones locales, correspondiendo su aplicación a los tribunales federales o provinciales, según que las cosas o las personas cayeren bajo sus respectivas jurisdicciones”.---------------------



Destaca Sagües, que tal esquema constitucional ha sido reglamentado (y en parte modificado) por una legislación infraconstitucional y por la jurisprudencia, en particular de la Corte Suprema (al respecto la Corte ha sostenido que el Congreso puede consagrar excepciones a las causas de competencia federal contempladas en el art. 100º -actual art. 116º- de la CN. Ver ob. cit., Fallos: 310:298).-------------------------------------------------



En ese norte, resulta oportuno señalar algunos caracteres enunciados por la Corte Suprema en su doctrina, que perfilan la competencia federal, aunque cada uno de ellos cuenta con una significativa serie de excepciones, entre los que destaco: a) Tiene base constitucional pero también emana de leyes federales (Fallos: 14:26) y no puede estar normada por constituciones o leyes provinciales (Fallos: 57:337); b) Es limitada y de excepción (Fallos: 232:17; 304:289), surge de los poderes delegados, los no delegados siguen siendo provinciales, por tanto debe entenderse “restrictivamente” (Fallos: 307:1139; 305:193); y si no aparece claramente debe excluírsela; c) No puede ser ampliada por ley -el Congreso la ha reducido (Fallos: 302:1209)-; ni por voluntad de las partes (por tanto no es prorrogable a otras situaciones no previstas en la constitución (Fallos: 1:25; 71:352); d) Es de orden público (CSJN, Fallos: 151:324, pero al admitir la prórroga de la competencia federal a favor de la provincial -cuando se trata de personas- la deja en manos de los sujetos del proceso); e) Es de tipo contencioso (art. 2º de la Ley 27): debe mediar un juicio, pleito o causa; (Fallos: 243:176; 273:109). No procede de oficio (Fallos: 210:897); f) Es privativa y excluyente en ciertas áreas (la competencia federal por razón de la materia es improrrogable (Fallos: 132:230; 146:49). Es prorrogable por razón de las personas (art. 12º inc. 4, ley 48) de modo expreso (Fallos: 247:414; 255:341) o tácito (Fallos 294:62) incluso cuando la Nación es parte (Fallos: 286:203; 269:431) o sea de competencia originaria (Fallos: 203:342), en especial la asignada a la Corte por el 117º CN; y, g) Generalmente es inalterable (es decir, radicado el juicio en sede federal, debe permanecer en ella no obstante cesen los motivos). -----------------------------



III) Que en el subexamine, la cuestion discutida gira en torno a la competencia judicial para conocer en un proceso iniciado por una provincia -Santiago del Estero- contra demandados domiciliados en otras. -----------------



Ello nos conduce, en primer orden, al análisis de la competencia originaria de la CSJN según lo establecido por el art. 117 de la CN reglamentado por el Decreto Ley 1285/58 (B.O. 4/02/1958 y modificatorias); toda vez que dicha norma dispone que la Corte entiende con competencia originaria y exclusiva en: I. Todos los asuntos en que una provincia sea parte.... b) Las causas civiles que versen entre una Provincia y algún vecino o vecinos de otra o ciudadanos o súbditos extranjeros...----



Liminarmente, cabe señalar que la competencia originaria es aquella instancia asignada constitucionalmente a la CSJN para conocer en forma exclusiva y excluyente, determinado tipo de causas; con lo cual no es necesario superar ninguna instancia previa, porque se trata de causas susceptibles de ser conocidas y resueltas directamente por éste Alto Tribunal jurisdiccional.-------------------------------------------



La CSJN ha venido adoptando un criterio flexible que atenúa la aludida exclusividad de su competencia originaria. Es así que, la Corte ha interpretado que la voz “exclusividad” tiene la propiedad de distinguir la intervención privativa del poder judicial en estas cuestiones, vedada a los otros poderes del gobierno. Es decir, “para prevenir que el poder ejecutivo o legislativo pudieran intervenir en las diferencias que se susciten entre las provincias”. -----------------------------------



Es en este sentido, que la CSJN ha admitido la renuncia a la competencia originaria, por haber sido instaurada en beneficio solo de la provincia, como privilegio que garantiza la obtención de un tribunal imparcial, y a la altura de su investidura institucional. Por lo tanto, los estados provinciales pueden prorrogar la competencia originaria de la Corte, en favor de los tribunales inferiores de la nación, cuando dicha jurisdicción originaria corresponde “ratione personea”, constituyendo solo una prerrogativa de la provincia y, como tal, factible, por principio, de ser renunciada. ----



Ahora bien, para que sea procedente esta especial competencia de la CSJN, se requiere no solo que una provincia sea parte directa en la causa, es decir, parte nominal y sustancial; sino también el carácter civil del litigio. Es decir, comprende no solo aquellas “causas que nacen de estipulación o contrato”, en las que se debaten “cuestiones relacionadas fundamentalmente con la aplicación del derecho privado”, o que “versan sobre derechos originados y regidos por preceptos de derecho común”.---------------------------------------------------



Y por último, exige acreditar la distinta vecindad de la contraria. Esto es, la residencia continua de dos años en la provincia; o tener en ellas, propiedades raíces, o un establecimiento de industria o comercio; o por hallarse establecido de modo que aparezca el ánimo de permanecer (artículo 11).---------------------------------



En el caso de las sociedades anónimas, en cuanto personas jurídicas constituidas y domiciliadas en el país, también resultan comprendidas dentro del término vecino (art. 24 DLN 1285/58); y, son consideradas vecinos de la provincia en que se hallen establecidas, cualquier sea la nacionalidad de sus socios actuales (art. 9 de la Ley 48).



La CSJN sostiene que para determinar la distinta vecindad en el caso de las sociedades anóminas, no cabe atender al lugar de su domicilio estatutario, sino del centro de sus negocios (fallo 306:539). Ello, porque se considera que se hallan en las mismas condiciones en que puede encontrarse un vecino de igual provincia, ya que la actuación constante en una localidad, el conocimiento de las circunstancias personales y especiales del lugar, la ponderación de intereses próximos en debate, son los elementos de juicio que conforman el arraigo suficiente de una sociedad en determinada provincia y que tornan inútil su amparo ante el fuero federal (292:545; 306:539; 310:2131;319:2857;320:2283 y 324:1173). Es decir, que debemos atender  al ejercicio concreto de su actividad en una provincia. Esta doctrina requiere, además, que el referido arraigo derivado del carácter permanente del establecimiento local y del desarrollo en él de una actividad constante, se encuentre inequívocamente demostrado en la causa (fallo 307:2272). -----------------



Adicionalmente, la ley también exige que el derecho discutido (de fondo) pertenezca en forma originaria (art. 8 de la LN 48) a quien lo invoca en el proceso, lo que implica la imposibilidad de extender la competencia federal a supuestos en que dicho derecho, haya sido adquirido por cesión o mandato, lo que no surge en autos.----------------------------------------------------



IV) Con este marco legal establecido, la cuestión se circunscribe a dilucidar si el conflicto propuesto en autos, debe ser sometido al entendimiento originario de la CSJN; o bien, si se entiende que ha mediado prórroga de la competencia, si corresponde entender a la justicia provincial o federal con asiento en las provincias.-------------------------------------------



Con respecto a la competencia originaria de la CSJN, no podemos soslayar que la acción al ser deducida por la provincia ante los justicia local; evidencia claramente la renuncia por parte de la actora, al fuero excepcional que le reconoce la Carta Magna. Conclusión que encuentra sustento en lo expuesto anteriormente, toda vez que esta excepcional competencia originaria de la CJSN, resulta establecida “ratione personea”, constituyendo solo una prerrogativa de la provincia y, como tal, factible, por principio, de ser renunciada. ------------------------



En razón de ello, habiendo -la provincia- iniciado la acción por ante los tribunales locales, se configura un supuesto de renuncia de la competencia originaria de la CSJN, excluyendo el sometimiento de la causa a su entendimiento.---------------------------------



V) Sin embargo, resta dilucidar la validez o legitimidad de dicha prórroga o renuncia -efectuada en el supuesto por la provincia-, a favor de la justicia local; toda vez que no podemos ignorar la distinta vecindad de la parte demandada excepcionante, no obstante encontrarse controvertida dicha condición. ---------------------------



Por lo que prorrogar el conocimiento de la cuestión litigiosa a favor de la justicia provincial, conllevaría el riesgo de decisiones parciales, posicionando a la demandada en una situación de inferioridad; o en suma, de disparidad frente a la provincia, que litigará en su propia jurisdicción. -------



En este contexto, corresponde examinar en primer orden, el carácter de vecino de la excepcionante a los efectos del fuero (cuestión controvertida en autos), de conformidad con lo dispuesto por el art. 24 del DLN 1285/58 y art. 9 de la ley 48.----------------------------



En este sentido, y siendo la demandada una sociedad, cabe evaluar si ésta posee establecimiento en la provincia de carácter permanente, y si desarrolla una actividad constante en la misma, y en su caso, si se encuentra inequívocamente demostrado en la causa, de acuerdo al criterio expuesto por la CSJN.-----------------



Al respecto, se advierte que en la demanda, la actora denunció el domicilio de las accionadas, entre las que se mencionó a la sociedad  excepcionante (Conexa SA.),  en la localidad de Arrecifes, partido de Bartolomé Mitre, provincia de Buenos Aires. Posteriormente a ff. 145, la demandante denunció nuevo domicilio en igual localidad.---



Asimismo, se cursaron sendas notificaciones -mediante Cédula Ley 22172-, todo lo cual induce a entender que la sociedad accionada no posee un establecimiento de carácter permanente en ésta provincia, un centro de administración, una sucursal, un domicilio social a los fines legales e impositivos; más allá de ser titular registral del inmueble objeto del juicio.---------



Estimar lo contrario, importaría admitir una conducta contradictoria de parte de la actora, con sus propias actuaciones, llevadas a cabo en torno a la denuncia del domicilio en extraña jurisdicción, y con las notificaciones diligenciadas, ya que “las alegaciones que exteriorizan en el proceso notorias contradicciones descalifican a la parte que las emite. La doctrina de los propios actos funciona como un argumento de prueba útil para formar la convicción del Tribunal en virtud de concurrir dos posturas procesales contradictorias entre sí” (S.T.J., sent. del 6/06/2007, en autos: “Salum Jorge Lionel c/ Benevole de Gauna Teresa s/ Cobro de Pesos  Casación Civil”). ----------------------------------------



Asimismo, surge de los distintos documentos e instrumentos públicos agregados y vinculados con el objeto demandado, que la sociedad siempre denunció y constituyó domicilio en la localidad mencionada. Esto es: escrituras Nº 351, 352 (ff. 4/10) y 353 (ff. 28/30) por las cuales se transfieren los lotes objeto de litis (incluida las MFR correspondiente a cada lote de ff. 49/51); como también el estatuto social inscripto en la Dirección de Personas Jurídicas, todo en la localidad de Arrecifes, partido de Bartolomé Mitre, provincia de Bs. As.---------------------



En suma, se observa que el hecho de que la demandada sea propietaria de los lotes objeto de la litis, no determina que ésta tenga su centro de negocios o de administración local en la provincia; caso contrario, las notificaciones hubieran sido cursadas allí.---------------



Resultan determinantes las gestiones y actuaciones de la parte actora en torno a la denuncia del domicilio de la sociedad demandada, y de la cedulas cursadas a éstos, como de los instrumentos públicos señalados ut supra. Las constancias documentales se presentan claras y suficientes para acreditar que estamos ante un vecino de otra provincia, no habiéndose acreditado lo contrario, esto es, la existencia de un establecimiento de explotación permanente y constante de la firma excepcionante en la provincia.----------------------------



VI) Adicionalmente, y en relación al carácter que cabe reconocer a la presentación efectuada por unos de los litisconsortes -Dra. Maria Victoria Armas por herederos de Culasso Santiago Domingo-, ya que a criterio de la Cámara, tuvo la virtualidad de prorrogar la competencia, y consentir consecuentemente la ordinaria.---



Al respecto, se advierte de las constancias de la causa, que la presentante -Dra. Armas- nunca acreditó su personería, participación o legitimación; motivo por el cual su escrito no tuvo eficacia en el proceso. En consecuencia, dicha presentación no puede producir efectos jurídicos en autos, menos aún con la entidad de expresión o manifestación -fuere expresa o tácita- de prorrogar la competencia.----------------------------------------------



VII) En consecuencia, encontrándose acreditada la distinta vecindad de la parte demandada Conexa SA., cabe reconocer su investidura federal, y por lo tanto la equivoca decisión de la actora de interponer la acción ante la justicia local; ya que sin perjuicio de ser su facultad, renunciar a la competencia originaria que le asigna la Carta Magna, el conflicto debe continuar en la órbita de la competencia federal. ------------------------



En razón de ello, resulta menester, a fin de asegurar la imparcialidad de la decisión y la armonía nacional (Fallos 311:489 y 311:919), hacer lugar a la excepción de incompetencia articulada por Conexa SA. Y, en su caso, ordenar el archivo de las actuaciones, de acuerdo a lo establecido por el art. 357 inc. 1 del C.P.C.C. -----



Corolario de todo lo expuesto, cabe concluir que la decisión de la Cámara contradice en forma arbitraria e irrazonable las constancias de la causa, y el derecho vigente en la materia discernida (competencia originaria y federal).-------------------------------------------------



Pues por un lado, concluyó erróneamente que la sociedad excepcionante poseía un establecimiento o explotación agroganadera de carácter permanente y constante en esta jurisdicción, negándole la condición de vecino de otra provincia, cuando de las constancias de la causa no se puede extraer dicha premisa.------------------



Por otra parte, se desvía en su razonamiento al reconocer equívocamente efectos jurídicos a una presentación judicial, hecha por quien no ostenta participación ni legitimación en autos, con virtualidad de consentir la prórroga de la competencia. -----------------



De esta manera, el razonamiento del A quo no se ajusta a las constancias de la causa, sino que se aparta de ellas, y concluye erróneamente que ha mediado consentimiento de la justicia ordinaria por parte de uno de los demandados.----------------------------------------



En mérito a lo expuesto, corresponde admitir el recurso impetrado por el casacionista, y en consecuencia, hacer lugar a la excepción de incompetencia articulada por Conexa SA., ordenando el archivo de las actuaciones, por ser de competencia federal el conflicto planteado en autos, dada la distinta vecindad de la excepcionante.-----



Que por todo lo expuesto, normas legales aplicadas, jurisprudencia reseñada y oída el Ministerio Público Fiscal a fs. 559/561, Voto por: I) Hacer lugar al Recurso de Casación interpuesto por la parte codemandada Conexa SA. a fs. 536/541; y en su mérito casar la sentencia de la Excma. Cámara de Apelaciones en lo Civil y Comercial de Primera Nominación de fecha 05/12/2014 (fs. 533/534). II) En consecuencia, admitir la excepción de incompetencia deducida por Conexa SA. 190/194, ordenando el archivo de las actuaciones. III) Con costas.-----------



A las mismas cuestiones, el Dr. Gustavo Adolfo Herrera, dijo: Que se adhiere en un todo a lo sustentado por el Dr. Sebastián Diego Argibay, votando en igual forma.



A las mismas cuestiones, el Dr. Carlos P.M.A. Lugones Aignasse, dijo: 



Y Vistos:



Para resolver el recurso de casación deducido por la parte codemandada CONEXA SA a ff. 536/541, de las presentes actuaciones. -----------------------------------



Y Considerando: 



I) Que adhiero la descripción de los hechos, relación de la causa y análisis de admisibilidad efectuado por el Vocal que vota en primer término. Que si bien comparto lo decidido en cuanto a la improcedencia del recurso, respetuosamente me permito disentir con los fundamentos empleados para dictar dicho rechazo.----------

II) Que encontrándose en discusión si procede la actuación de la justicia federal u ordinaria, debe decirse que la competencia es, en sentido objetivo, según Rosenberg -citado por Falcón- “el círculo de negocios de una autoridad (en el caso que nos interesa del tribunal). Consiguientemente existe incompetencia si una autoridad (un órgano jurisdiccional) traspasa su círculo de negocios y penetra en el de otra autoridad...” (Enrique M. Falcón; Derecho Procesal, Tomo I; Editorial Rubinzal-Culzoni, página 101).----------------------------------------------



Que la competencia de la Justicia federal tiene como características principales el ser una competencia residual o de excepción y limitada en la materia a los casos que enuncia el 116 de la CN y en los casos de recursos extraordinarios del art. 14 Ley Nº 48. La misma surge cuando se ve afectada alguna institución federal y, en caso de duda, debe estarse a favor de la competencia provincial. Mientras que esta última es la que ejerce cada una de las provincias dentro del ámbito de sus respectivos territorios al juzgar delitos comunes y las contravenciones o faltas ocurridas dentro de los estados provinciales.---------------------------------------------



Que como se dijera la competencia federal procede en los casos previstos por el articulo 116 de la Constitución Nacional, el cual reza: “Corresponde a la Corte Suprema y a los tribunales inferiores de la Nación, el conocimiento y decisión de todas las causas que versen sobre puntos regidos por la Constitución, y por las leyes de la Nación, con la reserva hecha en el inc. 12 del Artículo 75: y por los tratados con las naciones extranjeras: de las causas concernientes a embajadores, ministros públicos y cónsules extranjeros: de las causas de almirantazgo y jurisdicción marítima: de los asuntos en que la Nación sea parte: de las causas que se susciten entre dos o más provincias; entre una provincia y los vecinos de otra; entre los vecinos de diferentes provincias; y entre una provincia o sus vecinos, contra un Estado o ciudadano extranjero”. Que a su vez, dicha atribución de competencia se encuentra regulada por la ley 48, la cual establece en su art. 2 que “Los Jueces Nacionales de Sección conocerán en primera instancia de las causas siguientes: 2° Las causas civiles en que sean partes un vecino de la provincia en que se suscite el pleito y un vecino de otra, o en que sean parte un ciudadano argentino y un extranjero”. Ésto debe ser interpretado en forma armónica con las disposiciones del art. 9 de la misma ley, el cual dice que “Las corporaciones anónimas creadas y haciendo sus negocios en una Provincia, serán reputadas para los efectos del fuero, como ciudadanos vecinos de la Provincia en que se hallen establecidas, cualquiera que sea la nacionalidad de sus socios actuales”. Lo cual es concordante con el art. 11 que reza: “La vecindad de una Provincia se adquirirá para los efectos del fuero, por la residencia continua de dos años, o por tener en ellas propiedades raíces, o un establecimiento de industria o comercio, o por hallarse establecido de modo que aparezca el ánimo de permanecer”. Estos artículos dejan en claro el espíritu del legislador, en cuanto a que lo trascendente es el lugar en que la persona, en este caso jurídica, realice sus negocios y actividades, pudiendo conocer y tener lazos suficientes con el lugar de emplazamiento de su actividad, de manera de poder ejercer su defensa de manera adecuada. ----------



III) Que trazados estos conceptos como norte, debe analizarse si en el caso en debate procede la intervención de la justicia federal u ordinaria, habiendo ya adelantado mi respuesta. Así tenemos que de las constancias de autos surge que la sociedad demandada posee radicación en nuestra plaza en los términos del articulo 11 de la ley 48, ya que la misma posee bienes raices en la Provincia, realizando actividad económica en la misma (actividad agropecuaria) lo cual surge no sólo del objeto social del estatuto constitutivo de dicha persona SA, sino de sus propios dichos, vertidos en el presente proceso. En efecto, en la contestación de demanda reconoce que es una empresa dedicada a la explotación agro-ganadera, que tiene explotaciones en el sur y centro de la Provincia de Buenos Aires, Chaco y Santiago del Estero y que actualmente cuenta con empleados en relación de dependencia distribuidos en las zonas mencionadas (ff. 381/388; 229/242). En este sentido se ha resuelto que “Cabe rechazar el recurso de apelación interpuesto contra la sentencia que hizo lugar a la excepción de incompetencia planteada por la parte demandada en un juicio de reivindicación de inmueble radicado ante la justicia federal bajo el argumento de la distinta vecindad de las partes, pues se acreditó que la sociedad anónima actora —constituida en otra jurisdicción— tiene un centro de negocios local en la provincia en la cual se sitúa el inmueble objeto del litigio” (Cámara Federal de Apelaciones de Salta; Sentencia de fecha: 25/11/2005; en autos: “Reforestadora Nacional S.A. c. Salazar Santiago F.”; Cita Online: AR/JUR/8302/2005). Que este criterio es el sostenido por nuestro más Alto Tribunal resolvió: “Una sociedad anónima, al ejercer su actividad en una provincia, se halla en las mismas condiciones normales en las que puede hallarse un vecino de la misma provincia, ya que la actuación constante en una localidad, el conocimiento de las circunstancias personales y especiales del lugar, son elementos de juicio que conforman el arraigo suficiente de una sociedad en determinada provincia y que tornan inútil su amparo frente al fuero federal. (Del dictamen de la Procuración General, al que remitió la Corte Suprema) (CSJN; Sentencia de fecha: 24/06/2204; en autos: “Crucero del Norte S.R.L. s/ Cuestión de Competencia por Inhibitoria Expte. 1-7077/01 * 4/52392).-------------------------------------------------



Que como se dijera arriba, la competencia de la justicia federal en las provincias es de carácter excepcional, en tanto está circunscripta a las causas que las leyes le atribuyen, las cuales son de interpretación restrictiva y admiten excepciones, como por ejemplo la del arraigo que otorga la referida vecindad. Sin que se vean vulnerados, en consecuencia, el derecho de defensa ni la garantía del juez imparcial.------------------------------



Que, en vista de lo arriba dicho, y de la forma en que se resuelve, el tratamiento del agravio referido a la prórroga tácita de competencia resulta inoficioso.-----



Por lo expuesto, normas legales citadas, jurisprudencia  reseñada y conforme lo dictaminado por el Sr. Fiscal General del Ministerio Público a ff. 559/561, Voto por: I) No hacer lugar al recurso de casación interpuesto por la parte co-demandada CONEXA SA, a ff. 536/541 de autos y en consecuencia confirmar la sentencia de la Excma. Cámara de Apelaciones en lo Civil y Comercial de Primera Nominación, de fecha 21 de diciembre del 2.014 obrante a ff. 533/534. II) Con costas.--------------------



A las mismas cuestiones, el Dr. Pedro José Basbús, dijo:



Comparto el relato de los hechos vertidos por los Sres. Vocales que me han precedido en la opinión, al igual que la calificación que, de sentencia definitiva, realizan en referencia a la sentencia dictada a fs. 533/534 que confirma a su vez la interlocutoria dictada a fs. 285/286.----------------------------------------------

Sin perjuicio de lo expuesto y de que adelante la improcedencia del remedio deducido a fs. 536/541 me permito agregar lo siguiente:



Sabido es, según doctrina y jurisprudencia acorde que la competencia es la medida de la jurisdicción, es decir, la extensión dentro de la cual un órgano jurisdiccional puede ejercer su misión específica, la que consiste en decir, declarar o aplicar el derecho al proceso sometido a su consideración.----------------------



Consiste en un fenómeno de distribución del poder y en la medida de la función judicial, atendiendo a diversos criterios: por la materia, por el grado, por el valor o por el territorio.-------------------------------- 



Es por eso que la determinación de la competencia comprende principalmente el análisis preliminar del contenido y naturaleza de la pretensión deducida, desde un ángulo de mira objetivo, haciendo mérito de la naturaleza de la relación jurídica sustancial esgrimida, en base a los hechos expuestos en la demanda y, en su caso, de acuerdo con el encuadre normativo acordado a la acción por el actor. Así, calificada doctrina ha sostenido que “...las acciones participan de la naturaleza del derecho que protegen en cada caso particular, pues siendo la acción un poder dirigido a la tutela de un interés, toma su naturaleza de éste” (cf. Chiovenda, José, Principios de derecho procesal civil, Tomo 1, pág. 76).---



En lo que respecta a la competencia de la justicia federal denunciada por uno de los accionados, se entiende que aquella es la aptitud reconocida a los órganos que integran el Poder Judicial de la Nación para ejercer sus funciones en los casos y con respecto a las personas y en los lugares específicamente determinados por la Carta Magna.-------------------------------------------



Es de origen público y constitucional, naciendo de modo directo de los actuales artículos 116 y 117, 75 inciso 12 y 121 de la Constitución Nacional, de la ley 27, artículos 1° a 5° aún vigentes, de las disposiciones de la Ley 48, y de las normas concordantes contenidas en otros preceptos legales.----------------------------------------



Asimismo es un fuero de excepción, que no puede extenderse a otros casos, ya sea por convención de las partes o por la voluntad legislativa, siendo, por ende, de interpretación restrictiva. Tales conceptos responden a la forma federal de gobierno instaurada en la Constitución de 1853, según la cual: “Las provincias conservan todo el poder no delegado al gobierno federal”.-------------------



De esta manera, el Gobierno de las provincias constituye la regla, formando el derecho local, mientras que el Gobierno Nacional por el contrario, es la excepción, ya que no cabe el ejercicio de cuestiones atinentes al Estado Federal, fuera de los casos expresamente contemplados en las disposiciones constitucionales y sus leyes reglamentarias. -------------



Así, la ley 48 dispone, en su artículo 2 inciso 2º, que corresponde a los Jueces Nacionales de sección de la 1º Instancia, conocer en las causas civiles que sean partes un vecino de la provincia en que se suscite el pleito y un vecino de otra, entendiendo adquirida la vecindad por la residencia continua de dos años o por tener en ella propiedades  o por hallarse establecido de modo que aparezca el ánimo de permanecer (cf. Ley 48 artículo 11). --------------------------------------------



Finalmente, el artículo 10 de la ley en estudio contempla  el caso de litisconsorcio activo o pasivo, señalando  la necesidad de que, en el caso del ejercicio de acciones solidarias o bien sean demandados por obligaciones solidarias (vgr. litisconsorcio) la jurisdicción nacional debe atenderse a la nacionalidad o vecindad de todos los miembros de esa comunidad, de tal modo que será preciso que cada uno de ellos individualmente tengan el derecho de demandar, o pueda ser demandado ante los Tribunales Nacionales, con arreglo a lo dispuesto en el inciso 2 del Art. 2.----------------------



Ahora bien, enancado en el estudio de la excepción oportunamente interpuesta y que fuera confirmada en la sentencia en crisis, liminarmente advierto que en la causa podrían encontrarse en conflicto la legislación provincial (vgr. Ley 6201) con las disposiciones del artículo 116 de la Constitución nacional y la Ley 48, jerarquía constitucional de estas últimas normas que tornaría procedente la excepción en estudio.-------------- 



Sin embargo, considerando la materia en discusión, según pretensión procesal esgrimida en demanda, advierto la presencia en autos del instituto del litisconsorcio pasivo necesario por el cual la pretensión no puede sino proponerse por o ante todos los litisconsortes. Al respecto, una de sus características  reside en el hecho de que no se pueda formular la pretensión nada más que contra varios o por varios, exigencia que deriva de la ley ya que ésta concede legitimación conjunta (en este caso pasiva) a todas estas personas quienes deben actuar en juicio bien sea como demandantes o como demandados (cf. Dávila Millán, María “Litisconsocrio necesario, concepto y tratamiento procesal, Bosch, Barceloma, 1975 p.23).-------------------



Consecuencia lógica de lo hasta aquí expuesto es que al ser inescindible la figura en estudio, se presenta el interrogante (ausente en el litisconsorcio facultativo) de si predominan las normas del litisconsorcio necesario y cede el carácter excepcional de la competencia federal  o viceversa. Es decir, la competencia federal quedará excluida si no se encuentra aforados por vecindad o nacionalidad todos los litisconsortes. -------------------



En sentido contrario si la competencia de excepción favorece al aforado, por alguna razón que no sea la nacionalidad o vecindad, debe prevalecer la competencia federal aún en relación con el litisconsorte aforado, mas todo lo expuesto queda supeditado a que no se produzca desplazamiento de competencia por prórroga tácita, cuando ella es admisible (cf. Palacio, Lino “La competencia originaria de la Corte Suprema frente a la citación al juicio de terceros no aforados” LL 151.214).--------------



De las constancias de la causa se observa que a fs. 146 una de las partes consintió la competencia ordinaria local circunstancia que empece, en estima de este Magistrado, a la excepción deducida oportunamente maguer las actividades que desarrolla en la Provincia la sociedad demandada (vgr. CONEXA S.A.) según exordios de fs. 244 vta. y contrato constitutivo agregado a fs. 376/399.--------------------------------------------------



De allí es que concluya rechazando el recurso deducido y confirmando la sentencia dictada a fs. 533/534.--------------------------------------------------



En cuanto a las costas de este recurso, se imponen a la demandada vencida de acuerdo al principio general del artículo 71 del ordenamiento procesal local.-



Por lo expuesto oído que fuera el Ministerio Público Fiscal, Voto por: I) Rechazar el recurso de casación interpuesto a fs. 536/541. II) Confirmar la sentencia dictada por la Excma. Cámara de Apelaciones en lo Civil y Comercial de la 1ª Nominación, de fs. 533/534. III) Con costas a la vencida según considerandos precedentes.----------------------------------------------



Con lo que se dió por terminado el Acto, firmando los Sres. Vocales, por ante mí, que doy fe. Fdo: Eduardo José Ramón Llugdar – Sebastian Diego Argibay – Gustavo Adolfo Herrera - Carlos Pedro M. A. Lugones Aignase – Pedro Basbus - Ante mí: Dr. Mario José Medina - Secretario Judicial Autorizante - Es copia fiel del original, doy fe.-
Santiago del Estero veinte de mayo año dos mil diecinueve.



En mérito al resultado de la votación que antecede, la Sala Civil y Comercial del Excmo. Superior Tribunal de Justicia, Resuelve: I) No hacer lugar al recurso de casación interpuesto por la parte co-demandada CONEXA SA, a ff. 536/541 de autos y en consecuencia confirmar la sentencia de la Excma. Cámara de Apelaciones en lo Civil y Comercial de Primera Nominación, de fecha 21 de diciembre del 2.014 obrante a ff. 533/534. II) Con costas. Protocolícese, expídase copia para agregar a autos, hágase saber y oportunamente archívese. Fdo: Eduardo José Ramón Llugdar – Sebastian Diego Argibay – Gustavo Adolfo Herrera - Carlos Pedro M. A. Lugones Aignase – Pedro Basbus - Ante mí: Dr. Mario José Medina - Secretario Judicial Autorizante - Es copia fiel del original, doy fe.-
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